
 

HONORABLE CONSEJO UNIVERSITARIO 

RESOLUCIÓN HCU-UEA-SE-XXIV No. 0153-2025 

 

El Honorable Consejo Universitario de la Universidad Estatal Amazónica, 

en Sesión extraordinaria XXIV, del 01 de julio de 2025. 

 

CONSIDERANDO: 

 

Que, la Universidad Estatal Amazónica es una Institución de Educación 

Superior Pública, creada por el Congreso Nacional mediante Ley N. 

2002-85, promulgada en el registro oficial N.º 686 del 18 de octubre 

de 2002, y reformada mediante ley 0, publicada en el Registro Oficial 

N.º 768 del 3 de junio de 2016, que se rige por la Constitución de la 

República del Ecuador y demás normativa que rige el Sistema de 

Educación Superior; 

 

Que, el Art. 26 de la Constitución de la República del Ecuador, determina 

que “La educación es un derecho de las personas a lo largo de su vida 

y un deber ineludible e inexcusable del Estado. Constituye un área 

prioritaria de la política pública y de la inversión estatal, garantía de la 

igualdad e inclusión social y condición indispensable para el buen vivir. 

Las personas, las familias y la sociedad tienen el derecho y la 

responsabilidad de participar en el proceso educativo.”; 

 

Que, el Art. 226 de la Constitución de la República del Ecuador, establece 

que “Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las 

servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de 

una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y 

facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán 

el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y 

hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 

Constitución.”; 

 

Que, el Art. 227 ibídem señala “La administración pública constituye un 

servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia,  

 

 



 

          eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, 

coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación.”; 

 

Que, el Art. 229 de Nuestra Carta Magna determina que “Serán servidoras 

o servidores públicos todas las personas que en cualquier forma o a 

cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función o 

dignidad dentro del sector público.”; 

 

Que, el Art. 279 de la Constitución de la República del Ecuador establece 

que “El sistema nacional descentralizado de planificación participativa 

organizará la planificación para el desarrollo. El sistema se conformará 

por un Consejo Nacional de Planificación, que integrará a los distintos 

niveles de gobierno, con participación ciudadana, y tendrá una 

secretaría técnica, que lo coordinará. Este consejo tendrá por objetivo 

dictar los lineamientos y las políticas que orienten al sistema y aprobar 

el Plan Nacional de Desarrollo, y será presidido por la Presidenta o 

Presidente de la República. (…)”; 

 

Que, el Art. 280 ibídem prescribe que “El Plan Nacional de Desarrollo es el 

instrumento al que se sujetarán las políticas, programas y proyectos 

públicos; la programación y ejecución del presupuesto del Estado; y la 

inversión y la asignación de los recursos públicos; y coordinar las 

competencias exclusivas entre el Estado central y los gobiernos 

autónomos descentralizados. Su observancia será de carácter 

obligatorio para el sector público e indicativo para los demás sectores.”; 

 

Que, el Art. 350 de la Constitución de la República del Ecuador, estipula 

que “El sistema de educación superior tiene como finalidad la formación 

académica y profesional con visión científica y humanista; la 

investigación científica y tecnológica; la innovación, promoción, 

desarrollo y difusión de los saberes y las culturas; la construcción de 

soluciones para los problemas del país, en relación con los objetivos del 

régimen de desarrollo.”; 

 

Que, el Art. 351 de nuestra Norma Fundamental, señala que “El sistema de 

educación superior estará articulado al sistema nacional de educación 

y al Plan Nacional de Desarrollo; la ley establecerá los mecanismos de 

coordinación del sistema de educación superior con la Función  



 

 

          Ejecutiva. Este sistema se regirá por los principios de autonomía 

responsable, cogobierno, igualdad de oportunidades, calidad, 

pertinencia, integralidad, autodeterminación para la producción del 

pensamiento y conocimiento, en el marco del diálogo de saberes, 

pensamiento universal y producción científica tecnológica global.”; 

 

Que, el Art. 352 de la Constitución de la República del Ecuador establece 

que “El sistema de educación superior estará integrado por 

universidades y escuelas politécnicas; institutos superiores técnicos, 

tecnológicos y pedagógicos; y conservatorios de música y artes, 

debidamente acreditados y evaluados.  

Estas instituciones, sean públicas o particulares, no tendrán fines de 

lucro.”; 

 

Que, el inciso primero y cuarto del artículo 355 de la Constitución de la 

República del Ecuador, dispone: “El Estado reconocerá a las 

universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, 

administrativa, financiera y orgánica, acorde con los objetivos del 

régimen de desarrollo y los principios establecidos en la Constitución 

(...)”; 

 

Que, el artículo 65 de Código Orgánico Administrativo menciona que la 

competencia es la medida en la que la Constitución y la ley habilitan 

a un órgano para obrar y cumplir sus fines, en razón de la materia, el 

territorio, el tiempo y el grado;  

 

Que, el artículo 75 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, 

faculta al Ministro a cargo de las finanzas públicas: “(…) delegar por 

escrito las facultades que estime conveniente hacerlo. Los actos 

administrativos ejecutados por los funcionarios, servidores o 

representantes especiales o permanentes delegados para el efecto por 

el Ministro (a) a cargo de las finanzas públicas, tendrán la misma 

fuerza y efecto que si los hubiere hecho el titular o la titular de esta 

Cartera de Estado y la responsabilidad corresponderá al funcionario 

delegado.”;  

 



 

Que, el artículo 137 del Código Orgánico de Planificación de las Finanzas 

Públicas determina que los “Contratos que contribuyan a concretar 

operaciones de endeudamiento público interno, externo y/o 

coberturas.- En el caso de que para la negociación, instrumentación, 

perfeccionamiento de operaciones de endeudamiento público, 

colocación o recompra de títulos emitidos por el Estado, cobertura o 

la novación de deuda, se requiriera en forma previa o concurrente de 

la celebración de contratos que sin ser de deuda pública, fueren 

indispensables para coadyuvar a los señalados propósitos, tales 

contrataciones, estarán exceptuados del trámite previsto por la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública; no obstante 

el ente rector de las finanzas públicas, deberá expedir para el efecto, 

los procedimientos que normen aquellas contrataciones, entre ellos, 

la selección, calificación y adjudicación”; 

 

Que, Mediante Acuerdo Ministerial No. 254 publicado en el Registro Oficial 

No. 219 de 14 de diciembre de 2011 se modificó la Organización y 

Administración del Ministerio de Economía y Finanzas, mediante el 

cual se estableció para la Subsecretaría de Financiamiento Público: 

Misión: “Garantizar la obtención oportuna de recursos para el sector 

público, mediante políticas, estrategias e instrumentos de 

financiamiento, condiciones favorables para el país y velando por la 

sostenibilidad fiscal”; 

 

Que, mediante Acuerdo Ministerial No. 91 suscrito el 04 de diciembre de 

2020, publicado en el Registro Oficial 356, de 23 de diciembre de 

2020, se expidió el “REGLAMENTO PARA LA CONTRATACIÓN DE 

SERVICIOS PARA CONCRETAR OPERACIONES DE 

ENDEUDAMIENTO PÚBLICO INTERNO O EXTERNO”, estableciendo 

en su artículo 3 que “Los procedimientos sometidos a este 

Reglamento, se aplicarán considerando la necesidad de precautelar 

los intereses del Estado ecuatoriano y la debida administración y 

ejecución de los contratos derivados de la ejecución de operaciones de 

endeudamiento público y demás actividades relacionadas”; 

 

Que, el Art. 77 de la Ley Orgánica de Contraloría General del Estado, 

estipula “Máximas autoridades, titulares y responsables. - Los 

Ministros de Estado y las máximas autoridades de las instituciones del 



 

Estado, son responsables de los actos, contratos o resoluciones 

emanados de su autoridad. Además, se establecen las siguientes 

atribuciones y obligaciones específicas: Titular de la entidad: a) Dirigir 

y asegurar la implantación, funcionamiento y actualización del sistema 

de control interno y de los sistemas de administración financiera, 

planificación, organización información de recursos humanos, 

materiales, tecnológicos, ambientales y más sistemas administrativos: 

(…)”; 

 

Que, la Norma de Control Interno 200-02 sobre la administración 

estratégica, determina que “Las entidades del sector público y las 

personas jurídicas de derecho privado que dispongan de recursos 

públicos, implantarán, pondrán en funcionamiento y actualizarán el 

sistema de planificación, así como el establecimiento de indicadores de 

gestión que permitan evaluar el cumplimiento de los fines, objetivos y 

la eficiencia de la gestión institucional. Las entidades del sector público 

y las personas jurídicas de derecho privado que dispongan de recursos 

públicos requieren para su gestión, la implantación de un sistema de 

planificación que incluya la formulación, ejecución, control, seguimiento 

y evaluación de un plan plurianual institucional y planes operativos 

anuales, que considerarán como base la función, misión y visión 

institucionales y que tendrán consistencia con los planes de gobierno y 

los lineamientos del organismo técnico de planificación. (…)”; 

 

Que, el Art. 29 de la Norma Técnica del Sistema Nacional de Planificación 

Participativa, señala “Los planes institucionales están conformados por 

un nivel estratégico de mediano plazo, en donde se plasman las 

prioridades institucionales y resultados que se esperan obtener para 

contribuir al cumplimiento de la planificación sectorial y/o nacional; y 

un nivel operativo de corto plazo, que evidencia la gestión institucional 

orientada a la generación y provisión de bienes y/o servicios hacia la 

población o usuarios externos, y la consecución de los objetivos 

institucionales. (…)”; 

 

Que, el Art. 12 de la LOES, señala que “El Sistema de Educación Superior 

se rige por los principios de autonomía responsable, cogobierno, 

igualdad de oportunidades, calidad, pertinencia, integralidad, 

autodeterminación para la producción del pensamiento y conocimiento, 



 

en el marco del diálogo de saberes, pensamiento universal y producción 

científica y tecnológica global. (…)”; 

 

Que, el Art. 14 ibídem prescribe “Instituciones de Educación Superior. - Son 

instituciones del Sistema de Educación Superior: a) Las universidades, 

escuelas politécnicas públicas y particulares, debidamente evaluadas 

y acreditadas, conforme la presente Ley; (…)”; 

 

Que, el Art. 17 de la LOES determina que “El Estado reconoce a las 

universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, 

administrativa, financiera y orgánica, acorde con los principios 

establecidos en la Constitución de la República. En el ejercicio de 

autonomía responsable, las universidades y escuelas politécnicas 

mantendrán relaciones de reciprocidad y cooperación entre ellas y de 

estas con el Estado y la sociedad; además observarán los principios de  

          justicia, equidad, solidaridad, participación ciudadana, 

responsabilidad social y rendición de cuentas. Se reconoce y garantiza 

la naturaleza jurídica propia y la especificidad de todas las 

universidades y escuelas politécnicas”; 

 

Que, los literales c), e), h) del artículo 18 de la Ley Orgánica de Educación 

Superior - LOES, manifiesta: “(…) c) La libertad en la elaboración de 

sus planes y programas de estudio en el marco de las disposiciones de 

la presente Ley; (…) e) La libertad para gestionar sus procesos internos; 

(…) h) La libertad para administrar los recursos acorde con los objetivos 

del régimen de desarrollo, sin perjuicio de la fiscalización a la 

institución por un órgano contralor interno o externo, según lo 

establezca la Ley; (…)”; 

 

Que, el Artículo 8 del Reglamento para el cumplimiento del carácter no 

lucrativo de las Instituciones de Educación Superior dice.- Empresas 

auditoras externas calificadas.- Únicamente las empresas auditoras 

externas, que forman parte del listado de empresas calificadas como 

elegibles por el CES, podrán realizar auditorías externas a las IES. 

 

Que, Artículo 9 del arriba mencionado Reglamento prevé.- Independencia 

entre las IES y las empresas auditoras.- Con la finalidad de asegurar 

la objetividad e independencia entre las IES y las empresas auditoras 



 

externas calificadas, no podrán contratar con una empresa auditora, 

en los siguientes casos: a) Cuando exista conflicto de interés entre la 

empresa auditora, su representante legal, socios, gerentes y personal 

de auditoría, y la IES que auditará, o alguna de sus autoridades o 

miembros del Consejo de Regentes; y, b) Cuando el representante 

legal, apoderado, socios, gerentes y el personal de auditores que va a 

efectuar la auditoría, esté vinculado por propiedad, administración o 

relación de dependencia con la IES a auditar.  

 

Que, el Artículo 10 ibídem dice.- Aclaración y ampliación del informe de 

auditoría externa.- El CES, a través de la unidad técnica 

correspondiente, podrá solicitar información, aclaración y ampliación 

respecto del informe de auditoría externa, para lo cual la IES tendrá 

el término de quince (15) días para remitirla. Una vez remitido el 

informe de la unidad técnica al Pleno del CES, éste podrá solicitar 

aclaraciones a la IES respecto del informe de auditoría externa, para 

lo cual se le otorgará el término de quince (15) días. En casos 

debidamente justificados, la IES podrá solicitar al Presidente del CES 

ampliar los términos establecidos en este artículo, hasta por un 

término máximo adicional de quince (15) días.  

 

Que, el Artículo 11 del mismo Reglamento.- Condiciones para la 

contratación de la firma auditora.- Para la contratación con la 

empresa auditora, las IES deberán velar que se cumplan las 

siguientes condiciones: a) La auditora externa deberá realizar la 

auditoría a su cargo sin delegación o subcontratación; y, b) Las IES 

no podrán contratar al mismo equipo de auditores de una empresa 

auditora externa por un período mayor de cinco (5) años consecutivos.  

 

Que, el Artículo 12 ibídem.- Informe de auditoría externa.- El informe anual 

de auditoría externa deberá contener información clara y detallada de 

los ingresos, egresos, excedentes y patrimonio de la IES auditada, con 

la información financiera y contable que corresponda, conforme a los 

instrumentos respectivos, y contendrá al menos, lo siguiente: a) 

Información sobre el examen financiero detallado en activos, pasivos 

y patrimonio, y demás información contable y financiera que 

corresponda; b) Información sobre el destino y uso de excedentes; y, 

c) Conclusiones y recomendaciones.  



 

 

Que, el Artículo 13 del Reglamento para el cumplimiento del carácter no 

lucrativo de las Instituciones de Educación Superior.- Aprobación del 

informe de auditoría externa.- El Órgano Colegiado Superior, en 

calidad de máxima autoridad de la IES, previo a su presentación al 

CES, deberá aprobar el informe de auditoría externa, en la forma y 

mecanismos previstos en los respectivos instructivos que se expidan 

para el efecto. 

 

Que, el Artículo 14 del mencionado Reglamento determina.- Entrega del 

informe al CES.- La IES remitirá al CES el informe anual de auditoría 

externa hasta el treinta (30) de junio del año siguiente. El CES 

realizará el análisis preliminar del cumplimiento de la prohibición de 

lucro en la IES, el cual deberá ser puesto en conocimiento del Pleno 

del CES. Previo a este análisis, el CES podrá solicitar información 

adicional, documentos o aclaraciones conforme se establece en este 

Reglamento. La información adicional podrá ser solicitada hasta tres 

(3) años después de la entrega de los estados financieros al CES. 

 

Que, el Artículo 15 del Reglamento en mención dispone. - Procedimiento 

para el examen.- Los informes auditados serán recibidos por el 

Consejo de Educación Superior hasta el treinta (30) de junio de cada 

año y serán remitidos a la unidad técnica correspondiente, quien 

verificará que los informes cumplan con las formalidades establecidas 

en el presente Reglamento. La unidad técnica correspondiente podrá 

solicitar documentación faltante de conformidad con este Reglamento. 

Hasta el 31 de octubre de cada año, la unidad técnica correspondiente 

presentará un informe en el cual se indique si las IES cumplieron con 

la entrega de los estados financieros y si se entregó la documentación 

solicitada. El CES controlará el cumplimiento del principio de no fin 

de lucro de manera anual y aleatoria, (mediante sorteo que se 

desarrollará en el Pleno del CES) en el que se incluirá al menos una 

universidad y un instituto de educación superior, conforme a su 

planificación anual, y podrá hacerlo también en caso de denuncias 

previamente calificadas por la comisión encargada o por información 

remitida por el Servicio de Rentas Internas (SRI). En el caso de 

denuncias o por información remitida por el Servicio de Rentas 

Internas (SRI), el Pleno del CES designará a una comisión que iniciará 



 

el examen correspondiente y que en el término de sesenta (60) días 

presentará un informe sobre el cumplimiento o no del principio de no 

fin de lucro, de conformidad con las obligaciones y prohibiciones 

establecidas en este Reglamento. Las denuncias podrán ser 

presentadas hasta el 31 de octubre del año siguiente del hecho 

suscitado. En el caso del control aleatorio, el Pleno del CES designará 

una comisión para que realice el examen correspondiente. La 

comisión designada solicitará a la unidad técnica correspondiente 

que, dentro de un cronograma establecido por la misma comisión, 

entregue un informe sobre el cumplimiento o no del principio de no 

fin de lucro, de conformidad con las obligaciones y prohibiciones 

establecidas en este Reglamento. El proceso de control aleatorio del 

cumplimiento del principio de no fin de lucro iniciará el 01 de julio. 

La entrega de los informes correspondientes, por parte de la Comisión 

al Pleno del CES, terminará el 31 de marzo del año siguiente. Cuando 

el CES inicie el examen a una institución de educación superior ésta 

deberá ser debidamente notificada. La comisión recomendará al Pleno 

del CES, en los casos que competan, el archivo del expediente por no 

haber encontrado indicios de vulneración del principio de no fin de 

lucro o el inicio del procedimiento sancionatorio, de conformidad con 

la normativa vigente para el efecto.  

 

Que, Artículo 16.- Inicio de procedimiento sancionador.- En el caso de que 

del análisis realizado por el CES se determine que la IES ha 

incumplido el principio de no fin de lucro, el Pleno del CES dispondrá 

el inicio del procedimiento sancionador de conformidad con la 

normativa vigente para el efecto. Las sanciones que podrá interponer 

el CES son las establecidas en el artículo 161 de la LOES. 

 

Que, el Art. 7 del Estatuto de la Universidad Estatal Amazónica 

(reformado), establece que la Universidad Estatal Amazónica, ejerce 

su derecho a la autonomía académica, administrativa, financiera y 

orgánica, acorde con los objetivos del régimen de desarrollo y los 

principios establecidos en la Constitución, ejercida y comprendida de 

manera solidaria y responsable, en función de lo establecido en el 

Artículo 355 de la Carta Suprema de la República del Ecuador; 

 



 

Que, el Art. 9 del Estatuto de la U.E.A determina señala que “La autonomía 

de la Universidad Estatal Amazónica, garantiza el ejercicio de la 

libertad académica y el derecho a la búsqueda de la verdad, sin 

restricciones, aplicando los principios de pertinencia y de Integralidad; 

el gobierno y gestión de sí misma, en consonancia con los principios de 

alternancia, transparencia y aplicación de los derechos políticos, así 

como la producción de ciencia, tecnología, cultura y arte, con 

responsabilidad social y rendición de cuentas. (…)”; 

 

Que, el artículo 23 del Estatuto de la Universidad Estatal Amazónica, 

determina que: “El Consejo Universitario, es el máximo órgano 

colegiado académico superior de la Universidad Estatal Amazónica, se 

rige por el principio de cogobierno; (…)”; 

 

Que, Art. 26 de la Norma Estatutaria de la U.E.A. establece las atribuciones 

y deberes del Consejo Universitario, entre ellas “(…) 3. Conocer y 

aprobar los informes, planes, presupuestos y programas que le sean 

sometidos según este Estatuto y los reglamentos; (…)”; 

Que,  la Contraloría General del Estado mediante oficio 121- DNAyS-2022 

de fecha 18 de marzo de 2022, dirigido a la Dra. Catalina Vélez 

Verdugo Presidenta del Consejo de Educación Superior y suscrito por 

el Dr.  Carlos Riofrío González Contralor General del Estado 

Subrogante manifiesta: Por lo expuesto, en razón que el Consejo de 

Educación Superior es la entidad encargada, entre otros aspectos, de 

regular y coordinar el Sistema de Educación Superior, le manifiesto 

que la Contraloría General del Estado, es la única entidad que se 

encuentra facultada para ejecutar la Auditoría Financiera, sea con su 

personal o a través de la contratación de compañías privadas de 

auditoría externa e independientes; y, por lo tanto, las Instituciones 

de Educación Superior señaladas en el artículo 14 de la Ley Orgánica 

de Educación Superior LOES, deben contratar una empresa privada 

de auditoría externa de las calificadas por el Consejo de Educación 

Superior, para que emita únicamente el informe del cumplimiento del 

carácter no lucrativo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 161 

de la misma Ley Orgánica y no pronunciarse respecto a la 

razonabilidad de los estados financieros. Lo antes expuesto concuerda 



 

con el pronunciamiento del Procurador General del Estado, emitido 

con oficio No. 15809 de 18 de septiembre de 2021. 

Que, mediante Memorando Nro. UEA-DFIN-2025-0808-M de fecha 16 de 

junio de 2025, suscrito por la Ing. Kelly Gómez Rivera administradora 

del Contrato en el que manifiesta: Por medio de la presente en mi 

calidad de administradora del contrato CDC-UEA-2025-001 para la 

“CONTRATACIÓN DE SERVICIOS DE UNA EMPRESA AUDITORA 

EXTERNA CALIFICADA POR EL CONSEJO DE EDUCACIÓN SUPERIOR 

PARA LA PRESENTACIÓN DEL INFORME DEL CUMPLIMIENTO DEL 

CARÁCTER NO LUCRATIVO DEL EJERCICIO FISCAL 2024 DE LA 

UNIVERSIDAD ESTATAL AMAZÓNICA”, me permito informar que he 

recibido 3 ejemplares originales del informe final (En físico); cumpliendo 

de esta manera con el objeto del contrato. 

Que, la Ing. CPA. Enriqueta Sarmiento Gerente General Accescont Cia Ltda 

remite el informe de Auditoría externa de la gestión financiera para 

determinar el cumplimiento del carácter no lucrativo de la 

Universidad Estatal Amazónica en el que concluye y recomienda: 

CONCLUSIONES: Al 31 de diciembre de 2024, la Universidad Estatal 

Amazónica dio cumplimiento al principio de no lucrativo establecido en 

el Reglamento de Cumplimiento de Carácter No Lucrativo de las 

Instituciones de Educación Superior, del cual presentó un resultado 

contable del ejercicio económico 2024 por un monto de USD 397.065,39, 

rubro que fue incorporado al patrimonio institucional, sin que existan 

indicios de distribución a personas naturales o jurídicas. En cuanto a 

los ingresos, se constató un total de USD 17.044.709,17, de los cuales 

el 97,32% provino de transferencias y donaciones corrientes del 

Presupuesto General del Estado. El 2,29% restante correspondió a 

ingresos generados por autogestión, provenientes principalmente de la 

actualización de propiedad, planta y equipo; cobros por matrículas y 

pensiones; venta de productos agropecuarios; y prestación de servicios. 

Evidenciando que dichos ingresos fueron destinados al cumplimiento 

de los objetivos y fines institucionales a largo plazo, en coherencia con 

el mandato legal. Respecto a los gastos incurridos en el año 2024, se 

ejecutó un valor de USD 16.647.643,78, correspondiente 

principalmente a las actualizaciones y ajustes, gastos financieros y, 

gastos en bienes y servicios de consumo. La ejecución presupuestaria 

evidencia eficiencia en el gasto corriente, revelando limitaciones en la 



 

gestión de inversión y financiamiento. Durante la auditoría, se revisó la 

documentación de soporte que respalda los egresos ejecutados 

(contratos, cedulas presupuestarias, facturas entre otros), 

concluyéndose que fueron realizados conforme a la normativa vigente 

del sector público, incluyendo la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública. Conforme a los procedimientos de auditoría 

aplicados para verificar el cumplimiento del carácter no lucrativo, se 

deja constancia de que el presente informe no constituye una auditoría 

integral de los estados financieros al 31 de diciembre de 2024. En este 

sentido, no se emite una opinión global sobre la razonabilidad de la 

totalidad de las cuentas contenidas en los estados financieros. La 

revisión se concentró específicamente en las cuentas de ingresos, 

gastos, patrimonio y excedente, conforme a los lineamientos 

establecidos por el Consejo de Educación Superior, sobre las cuales se 

obtuvo evidencia suficiente para certificar su adecuado cumplimiento. 

RECOMENDACIÓN: Clasificar de manera diferenciada los saldos 

presupuestarios transferidos por el Estado y los ingresos generados 

directamente por la institución, con el fin de distinguir con precisión que 

recursos corresponden a ingresos propios, conforme a lo establecido en 

el artículo 20 de la Ley Orgánica de Educación Superior (LOES). De esta 

manera, se podrá hacer uso exclusivo de los saldos presupuestarios 

transferidos por el Estado, mientras que aquellos ingresos generados 

por la institución podrán mantenerse como excedentes acumulables, 

asegurando así una gestión financiera más ordenada, transparente y 

conforme a la normativa vigente.  

Que, el Dr. David Sancho Aguilera Rector y Presidente de HCU de la 

Universidad Estatal Amazónica dispone al Mgs. Carlos Manosalvas 

Sánchez Secretario de Consejo Universitario, incorpore en el orden del 

día de la sesión extraordinaria XXIV de HCU a efectuarse el 01 de julio 

de 2025 el siguiente punto: 8. Conocimiento y de ser el caso aprobar 

el informe del cumplimiento del carácter no lucrativo del ejercicio fiscal 

2024 de la universidad Estatal Amazónica remitido por la Mgs. Kelly 

Gómez Rivera Administradora del contrato mediante Memorando Nro. 

UEA-INT-DFIN-2025-0808-M de fecha 16 de junio de 2025 

RESUELVE: 



 

Artículo 1.- Aprobar el informe del cumplimiento de carácter no lucrativo 

del ejercicio fiscal 2024 de la Universidad Estatal Amazónica. 

 

Artículo 2. – Notifíquese al Consejo de Educación Superior (CES) el 

contenido de la presente Resolución para su conocimiento y fines 

pertinentes.  

 

DISPOSICIONES GENERALES 

Primera. – Notificar el contenido de la presente resolución al Consejo de 

Educación Superior, para su conocimiento y fines pertinentes.  

Segunda. - Notificar con el contenido de la presente resolución a Rectorado, 

Vicerrectorados Académico y Administrativo, Procuraduría General y a los 

miembros del Honorable Consejo Universitario para su conocimiento y fines 

correspondientes.  

Tercera. – Publicar la presente resolución en la página web de la 

Universidad Estatal Amazónica, para conocimiento público de la 

Comunidad Universitaria.   

 

Dado y firmado en la ciudad de Puyo, a los once (11) días del mes de julio 

del año dos mil veinte y cinco (2025).   

 

 

 

 

Dr. M.V. David Sancho Aguilera, PhD. 

RECTORA DE LA UNIVERSIDAD ESTATAL AMAZÓNICA 

PRESIDENTE DEL CONSEJO UNIVERSITARIO  

 

 

 

Ab. Carlos Edmundo Manosalvas Sánchez Mgs.  

SECRETARIO GENERAL DE LA U.E.A. 

SECRETARIO DE CONSEJO UNIVERSITARIO 
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